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Informe de amicus curiae del Defensor del Pueblo del Perú
A LA HONORABLE COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS:
JORGE SANTISTEVAN DE NORIEGA, DEFENSOR DEL PUEBLO DEL PERÚ, designado por Resolución Legislativa N° 26584, publicada en el diario oficial “El Peruano” con fecha 3 de abril de 1996, identificado con Documento Nacional de Identidad N° 07882831, señalando domicilio legal y procesal en el Jirón Ucayali Nº 388, Lima 1, en la denuncia presentada por la Asociación Pro-Derechos Humanos (APRODEH) y el Centro de Asesoría Laboral del Perú (CEDAL) a favor de  los señores Carlos Torres Benvenuto, Javier Mujica Ruiz-Huidobro, Guillermo Alvarez Fernández, Reymert Bartra Vásquez y Maximiliano Gamarra Ferreyra, ante ustedes me presento para intervenir en calidad de amicus curiae, exponiendo puntuales argumentos que puedan ser considerados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al momento de resolver el presente caso.

La intervención de la Defensoría del Pueblo del Perú no sólo trata de contribuir a la tutela de los derechos de un grupo de personas en particular sino que, además, lo hace debido a la trascendencia colectiva que una decisión de la Comisión significaría para garantizar la plena vigencia de las sentencias judiciales en materia de pensiones, en atención  al elevado número de personas que se encuentran en una situación similar. 

I.
FUNDAMENTO DE LA INTERVENCIÓN DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO DEL PERÚ ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EN CALIDAD DE AMICUS CURIAE

La Defensoría del Pueblo en el Perú

1.
El Defensor del Pueblo, también conocido como Ombudsman, es un órgano constitucionalmente autónomo de carácter no jurisdiccional, encargado de proteger los derechos ciudadanos frente a los excesos de la administración estatal.

2.
El Ombudsman aparece por primera vez en la Constitución sueca de 1809; posteriormente, se introduce en Finlandia (1919) y Dinamarca (1953), desde donde se extiende a los países de Europa continental y, asimismo, a Nueva Zelandia (1953), país a través del cual se difunde en la Mancomunidad Británica, incluido el Reino Unido.  Se puede afirmar que, a partir de la primera posguerra, el Ombudsman ha inspirado el nacimiento de organismos similares en los restantes países europeos y, con posterioridad a la segunda guerra mundial, ha logrado universalizarse al incorporarse en los diversos ordenamientos jurídicos(
). Al respecto, destaca la notable influencia del Defensor del Pueblo español, introducido por la Constitución de 1978, en las democracias latinoamericanas.

3.
En América Latina, paulatinamente, viene tomándose conciencia sobre su importancia, apreciándose un especial interés por incorporarlo bajo diferentes denominaciones como Defensor del Pueblo, Procurador de los Derechos Humanos, Defensor de los Habitantes o Comisionado Nacional de Derechos Humano.  Esto ha sucedido en Guatemala (1985), Brasil (1986 en el Estado de Paraná), México (1990), El Salvador (1991), Colombia (1991), Costa Rica (1992), Paraguay (1992), Honduras (1992), Perú (1993), Argentina (1993), Bolivia (1994), Nicaragua (1995), Ecuador (1996) y Panamá (1997).  En el Caribe, por su parte, conocen la institución del Ombudsman desde 1967 en Guyana y la han incorporado en Trinidad y Tobago (1976), Puerto Rico (1977), Jamaica (1978), Santa Lucía (1978), Barbados (1980), Bermudas (1981) y Belice 81993); a lo que se añade la reciente creación del Protecteur du Citoyen en Haití. 

4.
El Perú no ha permanecido ajeno a estas influencias.  Es así que la Constitución de 1979 otorgó algunas funciones de defensoría del pueblo al Ministerio Público.  La Constitución de 1993 optó por modificar la anterior situación incorporando a la Defensoría del Pueblo como órgano constitucional autónomo (artículos 161° y 162°) encargado de:

a)
defender los derechos constitucionales y fundamentales de la persona y la comunidad;

b)
supervisar el cumplimiento de los deberes de la administración estatal; y

c)
supervisar la prestación de los servicios públicos a la ciudadanía.

El Defensor es elegido y removido por el Congreso de la República mediante votación calificada de dos tercios del número legal de miembros.  No se encuentra sujeto a mandato imperativo, goza de la prerrogativa del juicio político antes de acudir al Poder Judicial, así como de inmunidad e inviolabilidad.  Cuenta, además, con iniciativa legislativa.  La Ley N° 26520, Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, publicada el 8 de agosto de 1995, desarrolla la estructura y funciones de la Defensoría del Pueblo.

Justificación de la intervención de la Defensoría del Pueblo

5.
En ejercicio de sus competencias de velar por la vigencia de los derechos humanos, la Defensoría del Pueblo intervino ante las quejas formuladas por los ciudadanos Javier Mujica Ruiz-Huidobro, Reymert Bartra Vásquez y Carlos Torres Benvenuto con el propósito que la Superintendencia de Banca y Seguros, así como el Ministerio de Economía y Finanzas les abonen sus pensiones, de conformidad con las normas establecidas en el Decreto Ley N° 20530 y en aplicación de las sentencias dictadas por la Corte Suprema de Justicia del Perú en el año 1994, por las que se declaraban fundadas sendas acciones de amparo presentadas por los recurrentes.

6.
La Defensoría del Pueblo, luego de efectuada la investigación correspondiente, concluyó el caso dictando la Resolución Defensorial N° 026-97/DP de 17 de junio de 1997. A través de ella, exhortó tanto a la Superintendencia de Banca Seguros como al Ministerio de Economía y Finanzas, para que abonen a los recurrentes, así como a los demás pensionistas en similar situación comprendidos dentro de los alcances del Decreto Ley N° 20530, una pensión de conformidad con el mencionado decreto ley, teniendo como sustento las sentencias de la Corte Suprema referidas a estos casos y los considerandos de la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el particular.

7.
Como consecuencia de lo expuesto, los interesados, tras agotar la jurisdicción interna y ante el desconocimiento por parte de las autoridades estatales de las sentencias firmes expedidas por la Corte Suprema, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 205º de la Constitución de 1993(
), han presentado su caso ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a fin de garantizar sus derechos humanos.

8.
Ante esta situación, y en atención a la trascendencia colectiva que implicaría un pronunciamiento de la Comisión Interamericana para el reconocimiento de los derechos pensionarios de las personas afectadas, así como del cumplimiento de las sentencias judiciales por parte de la Administración Estatal, la Defensoría del Pueblo ha considerado necesario intervenir para presentar un informes en calidad de amicus curiae
 que sea útil para resolver el presente caso.

II.
ANTECEDENTES 

Principales hechos del caso

9.
Los denunciantes se desempeñaron durante toda su vida laboral como empleados de la Superintendencia de Banca y Seguros del Perú (en adelante SBS). Al cesar de laborar, la SBS debía reconocerles la calidad de titulares y beneficiarios de los derechos establecidos por el régimen de pensiones y compensaciones para los servidores civiles del Estado. Estos derechos se encuentran regulados en el Decreto Ley Nº 20530, norma a la que estaban sujetos los trabajadores de la SBS como lo indica el Decreto Legislativo Nº 197 en sus artículos 35º y 39º. 

10.
Al momento del cese en sus labores, la SBS les reconoció el derecho a contar con una pensión de cesantía. De acuerdo al Decreto Ley 20530 y la Ley Nº 23495 y su Reglamento, Decreto Supremo Nº 015-83-PCM, esta pensión es nivelable con la remuneración del titular en actividad que ocupa el mismo puesto o cumple la misma función que los denunciantes al momento de pasar al retiro.

11.
Sin embargo, a partir de setiembre de 1992 la SBS redujo los montos de las pensiones de los denunciantes. Estas reducciones fueron sustanciales, obteniendo la quinta o sexta parte de los montos que recibían. La decisión fue unilateral y sin que existiese un debido procedimiento administrativo en el que los denunciantes pudiesen hacer valer sus derechos. 

12.
Al haberse violado los derechos constitucionales de los denunciantes, éstos acudieron en octubre de 1992 al Poder Judicial iniciando en forma independiente sendas demandas de amparo en las que solicitaban se les repongan sus pensiones a los montos que, por ley, les correspondían. Cabe indicar, que el proceso de amparo, regulado en el artículo 200º numeral 2 de la Constitución de 1993 y en el artículo 295º de la Constitución anterior (1979), tiene por objeto proteger en sede judicial los derechos fundamentales de la persona distintos a la libertad individual, para los cuales existe el proceso de hábeas corpus. En mayo de 1994 la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia declaró fundadas las demandas de amparo interpuestas por los denunciantes. Las sentencias ordenaban a la SBS restituir a los denunciantes su derecho a disfrutar de su pensión nivelada de acuerdo a los haberes de sus homólogos en actividad. Estas sentencias tienen carácter de cosa juzgada y son de cumplimiento obligatorio por ser la Corte Suprema la última instancia en los procesos de amparo en caso que se declare fundada una demanda de amparo. 

13.
Sin embargo, hasta la fecha no se ha cumplido con nivelar las pensiones de los denunciantes como lo ordenan las sentencias judiciales. Los denunciantes han intentado por todos los medios hacer valer sus derechos sin obtener el resultado esperado. Incluso acudieron a la Defensoría del Pueblo que expidió la Resolución Defensorial Nº 026-97/DP de 17 de junio de 1997, a través de la cual decidió:

“EXHORTAR  a la Superintendencia de Banca y Seguros así como al Ministerio de Economía y Finanzas, para que cumplan con abonar a los recurrentes, así como a todos los demás pensionistas comprendidos dentro de los alcances del Decreto Ley Nº 20530 que se encuentren en la misma situación, una pensión de acuerdo a los estipulado en el decreto ley antes indicado, teniendo como sustento las sentencias de la Corte Suprema referidas a estos casos y los considerandos de la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el particular”. 

14.
Por su parte, el Estado se viene negando a cumplir con el pago de las pensiones niveladas, bajo el argumento que la SBS ya les abonó el monto adeudado y que a partir de la vigencia del Decreto Ley Nº 25792 (artículo 5º), publicado el 23 de octubre de 1992, compete al Ministerio de Economía y Finanzas efectuar el pago de las pensiones correspondientes a los cesantes y jubilados de la SBS.  Consideran, además, que dicho decreto ley se encuentra plenamente vigente y que no ha sido formalmente cuestionado ante el Poder Judicial o el Tribunal Constitucional. 

Determinación de los principales problemas suscitados

15.
En primer lugar, en el presente caso no se requiere analizar el fondo de la cuestión, es decir si los afectados tienen derecho a una pensión nivelable, pues sobre ello ya se pronunció el Poder Judicial en una sentencia con carácter de cosa juzgada. Además, dicha interpretación de la Corte Suprema ha sido ratificada por el Tribunal Constitucional al reconocer el rango constitucional de los derechos adquiridos en materia de pensiones, prohibiendo la aplicación retroactiva de topes pensionarios. 

16.
Un segundo aspecto consiste en determinar en qué medida el incumplimiento de una sentencia firme que dispone el pago de una pensión nivelable por parte de la administración estatal constituye una violación a los derechos humanos reconocidos por la Convención Americana, que debería ser examinada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al haberse agotado los recursos internos.

17.
Asimismo, habrá que considerar la procedencia que la Comisión solicite a la Corte la adopción de una medida cautelar que garantice el derecho de los denunciantes a gozar de una pensión nivelable durante el tiempo que dure el proceso.

III.
SEGURIDAD SOCIAL Y DERECHOS HUMANOS

El derecho humano a la pensión. Posición preferente de los derechos fundamentales

18.
La seguridad social ha sido definida como la protección que brinda la sociedad a sus miembros, mediante una serie de medidas públicas, contra las privaciones económicas y sociales que de otra manera provocarían la desaparición o fuerte reducción de sus ingresos. De esta manera, como alternativa de la lucha de la persona humana por su subsistencia surge el derecho humano a la seguridad social para que la persona amenazada por alguna enfermedad, accidentada, desprotegida, desempleada o abandonada, tenga acceso a ese derecho y pueda cumplir sus cometidos como ser social
. A nivel internacional este derecho ha sido reconocido por el artículo XVI de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el artículo 26º de la Convención Americana de Derechos Humanos.

19.
El tratamiento de la seguridad social en el ordenamiento jurídico peruano deriva de las disposiciones constitucionales referidas a los derechos sociales y económicos de la persona.  Así, en materia de seguridad social, la Constitución de 1993 incluye tres artículos y las tres primeras Disposiciones Finales y Transitorias. En el primer grupo, encontramos los artículos 10º, 11º y 12º que consagran, respectivamente, el derecho universal y progresivo de toda persona a la seguridad social,
 el libre acceso a las prestaciones de salud y pensiones
, así como la intangibilidad de los fondos y reservas de la seguridad social
.  Por su parte, entre las disposiciones finales y transitorias, se encuentra la que consagra los derechos adquiridos de los trabajadores públicos en materia de pensiones
, el reajuste periódico de las pensiones
 y la prohibición de acumulación de tiempo de servicios en regímenes públicos y privados
.

20.
En el Perú, el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra el Decreto Legislativo Nº 817 (Exp. Nº 008-96-I/TC), publicada en el diario oficial el 26 de abril de 1997, ha interpretado los alcances de este derecho al señalar que:

“la seguridad social es un derecho humano fundamental, que supone el derecho que le asiste a la persona para que la sociedad provea instituciones y mecanismos a través de los cuales pueda obtener recursos de vida y soluciones para ciertos problemas preestablecidos, de modo tal que pueda obtener una existencia en armonía con la dignidad, teniendo presente que la persona humana es el fin supremo de la sociedad y del Estado”.

21.
Por su parte, el Convenio Nº 102 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), relativo a las Normas Mínimas de la Seguridad Social, ratificado por el estado peruano el 23 de agosto de 1961, establece las contingencias amparadas por el derecho a la seguridad social. Entre ellas se encuentran las prestaciones de vejez, asistencia médica, accidentes de trabajo, enfermedad profesional, maternidad, invalidez, sobrevivientes, entre otras. 

22.
En este sentido, puede afirmarse que la pensión de jubilación, constituye una de las prestaciones sociales básicas que goza de jerarquía constitucional, y que al ser un derecho humano no puede ser suprimida ni desconocida por el legislador o la administración.  Y es que los derechos constitucionales no sólo informan a todo el ordenamiento jurídico, sino que, además, deben orientar la actuación de todos los poderes públicos. Cabe recordar que el artículo 44º de la Constitución señala que es un deber primordial del Estado “garantizar la plena vigencia de los derechos humanos”. 
23.
A juicio de la Defensoría del Pueblo, el objeto primordial de la pensión de jubilación es garantizar al trabajador que, una vez transcurrido un cierto lapso de prestación de servicios personales, alcanzado el tope de edad establecido y cumplidos los requisitos legales fijados, puede pasar al retiro sin que ello signifique la pérdida del derecho a unos ingresos regulares que le permitan su digna subsistencia y la de su familia, durante una etapa de la vida en que, cumplido ya el deber y el derecho en que consiste el trabajo y disminuida su fuerza laboral, requiere una compensación por sus esfuerzos y la razonable diferencia de trato que amerita la vejez. Ello es consustancial a la concepción de Estado Social de Derecho, que define a la organización política prevista por el artículo 43º de la Constitución. Por lo demás, la Defensoría no ha sido ajena a la sensibilidad que este tema genera en la ciudadanía. En efecto, desde el inicio de sus actividades ha recibido un elevado número de quejas al respecto, lo cual refleja la constante preocupación de los pensionistas sobre la situación de la seguridad social y el respeto a sus derechos
.
24.
Asimismo, en la medida que el derecho a la pensión es un derecho humano goza de una posición preferente dentro del ordenamiento jurídico.  Esta especial posición de los derechos fundamentales tiene una incidencia directa en la interpretación que de los mismos deba efectuarse. En efecto, suele acudirse al principio “favor libertatis” según el cual debe preferirse aquella interpretación más favorable al ejercicio de los derechos fundamentales. Este criterio rechaza las interpretaciones que restringen sus alcances o que contradicen la eficacia de los derechos de las personas.
Régimen de pensiones del Decreto Ley Nº 20530: Nivelación progresiva

25.
En el antes citado marco constitucional se insertan las normas referidas a los regímenes pensionarios. Así, cabe destacar que el régimen estatal general en materia de pensiones de trabajadores públicos y privados se regula por el Sistema Nacional de Pensiones contenido en el Decreto Ley Nº 19990, encargado al Seguro Social (actualmente ESSALUD). Adicionalmente, un limitado número de empleados públicos, se encuentra regulado por el régimen pensionario a cargo del Estado, previsto por las normas del Decreto Ley Nº 20530. En este último régimen se encuentran los recurrentes, por ello desarrollaremos brevemente sus alcances.

26.
El Decreto Ley N° 20530 fue promulgado el 26 de febrero de 1974 y desarrolló el Régimen Previsional a cargo del Estado, que comprendía a los trabajadores que prestan servicios en la Administración Estatal y que no se encuentran incluidos en los alcances del Decreto Ley N° 19990, norma que regula el régimen pensionario a cargo del Seguro Social. Una particularidad de este régimen consiste en el derecho de los asegurados a percibir una pensión nivelable, situación reconocida por la Octava Disposición General y Transitoria de la Constitución de 1979 y desarrollada posteriormente mediante la Ley N° 23495 y su respectivo reglamento, aprobado mediante el Decreto Supremo N° 015-83-PCM. En efecto, la referida Constitución dispuso, en su Octava Disposición General y Transitoria, que: 

“las pensiones de los cesantes con más de veinte años de servicios y de los jubilados de la administración pública no sometidas al régimen del Seguro Social del Perú o a otros regímenes especiales, se nivelan progresivamente con los haberes de los servidores públicos en actividad de las respectivas categorías, durante el término de diez ejercicios, a partir del 1° de enero de 1980. Debe consignarse las partidas consiguientes”.

27.
De esta manera, una vez cumplidos con los requisitos establecidos para obtener el derecho a una pensión de jubilación, los asegurados comprendidos en este régimen tienen derecho de gozar de la nivelación progresiva de sus pensiones en igual monto que los haberes de los servidores públicos en actividad, en función al último cargo desempeñado. 

28.
La entrada en vigencia de la Constitución de 1993 no introdujo modificaciones que afectaran los regímenes pensionarios existentes; por el contrario, en su texto se incluyeron normas que garantizaron el respeto a los derechos que los pensionistas hubieran válidamente obtenido al amparo de las normas vigentes.  Así, se consagra en la Primera Disposición Final y Transitoria, el respeto de los derechos pensionarios legalmente adquiridos por los trabajadores públicos, según la cual “los nuevos regímenes sociales obligatorios, que sobre materia de pensiones de los trabajadores públicos, se establezcan, no afectan los derechos legalmente obtenidos, en particular el correspondiente a los regímenes de los decretos leyes 19990 y 20530 y sus modificatorias”.

29.
La referida norma fue interpretada por el Tribunal Constitucional del Perú (Exp.Nº 008-96-I/TC) en la sentencia recaída en la demanda de inconstitucionalidad presentada contra el Decreto Legislativo N° 817, Ley del Régimen Previsional a cargo del Estado. Cabe precisar que la Sexta Disposición Complementaria de dicha norma impuso límites o topes al monto de las pensiones de jubilación otorgadas por dicho régimen, los cuales serían de aplicación tanto a los pensionistas como a los asegurados, desconociendo la nivelación progresiva de las pensiones garantizada constitucionalmente. La aludida sentencia precisó en su decimoctavo considerando que:

“siendo el principal efecto de la incorporación al régimen del Decreto Ley N° 20530, 1) tener la calidad de pensionista del mismo, 2) tener la facultad de adquirir derecho a pensión al alcanzar quince años de servicios el hombre y doce y medio la mujer, las mismas que se regulan conforme a lo establecido por el Artículo 5° del mismo, y 3) tener el derecho a una pensión nivelable, con los requisitos establecidos en el antes referido Decreto Ley, todos estos constituyen entonces, derechos adquiridos conforme lo establece la Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución vigente”. 

De esta manera, el Tribunal Constitucional reconoció expresamente el beneficio de la nivelación progresiva de la pensión de jubilación de los asegurados comprendidos en el régimen del Decreto Ley Nº 20530, como un derecho adquirido de dichos pensionistas.

30.
Adicionalmente, el Tribunal Constitucional precisó el momento desde el cual se adquiere el derecho a una pensión nivelable. 

“este Tribunal considera que como el Decreto Ley N° 20530 y sus modificatorias, señalan cuáles son los requisitos necesarios para gozar de tal beneficio y la forma como ésta se efectivizará, la administración está en la obligación de reconocer tal beneficio desde el momento en que se cumplen, de hecho, tales requisitos, aun cuando el administrado continúe laborando efectivamente, por cuanto éste incorpora a su patrimonio un derecho en virtud del mandato expreso de la ley que no está supeditado al reconocimiento de la administración, que no es la que en modo alguno otorga el derecho, que como se ha recordado, nace del cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley”.
A partir de dicho pronunciamiento se infiere que cabe referirse a derechos legalmente obtenidos, cuando el asegurado ha configurado en los hechos, el supuesto previsto en la norma para obtener el derecho a una pensión, no obstante que no hubiera iniciado el trámite respectivo  para su reconocimiento. De esta manera, concluye el Tribunal Constitucional señalando que, “como resulta evidente la imposición de topes atenta flagrantemente contra los derechos adquiridos de aquel grupo de personas que tienen bajo el criterio antes mencionado un derecho adquirido”.

31.
En esta línea, cabe atender a la situación de los pensionistas recurrentes respecto a su derecho a una pensión nivelable.  En efecto, tal como consta en las Resoluciones expedidas por la Superintendencia de Banca y Seguros, dicha institución les reconoce el derecho a una pensión nivelable, tras haber acreditado el cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos para el goce de dicha pensión. Así, dichos pensionistas configuraron el supuesto normativo para incorporar a su situación jurídica el derecho a una pensión con nivelación progresiva de acuerdo con los haberes de los servidores en actividad,  generando un derecho adquirido que debe ser respetado por el mandato constitucional referido precedentemente. Tal situación ha sido reconocida en todas las instancias jurisdiccionales internas y confirmada por el criterio interpretativo establecido por el Tribunal Constitucional que, en el ordenamiento jurídico peruano, tiene carácter vinculante(
).  Es por ello que la reducción en el monto de las pensiones así como la negativa por parte de las autoridades de otorgar pensiones nivelables a los pensionistas recurrentes, desconoce mandatos judiciales firmes y atenta contra el derecho humano a  la pensión. 

IV.
INCUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS POR PARTE DE LA ADMINISTRACIÓN ESTATAL

32.
Sin perjuicio de lo expuesto, cabe destacar que la vulneración de los derechos humanos por parte de las autoridades denunciadas no se agota en la negativa en el pago de una pensión nivelable, sino que dicha actuación se extiende al desconocimiento de mandatos judiciales firmes, vulnerando con dicha conducta expresos mandatos constitucionales. 

33.
En efecto, el artículo 139° de la Constitución de 1993 reconoce como principios y derechos de la función jurisdiccional, entre otros, la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional.  Asimismo, se establece que ninguna autoridad puede retardar la ejecución de resoluciones que han pasado en calidad de cosa juzgada. Cabe destacar que en los antedichos principios trasciende el derecho a la igualdad, consagrado en el inciso 2) del artículo 2° de la Constitución y que, en el ámbito procesal, supone el reconocimiento de reglas que aseguren la igualdad en la aplicación de normas a las partes de un proceso. Estos derechos, también, han sido reconocidos por los artículos 8º, 24º  y 25º de la Convención Americana de Derechos Humanos. En efecto, bajo el epígrafe de "Protección Judicial", establece en su artículo 25°:

“1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aún cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

2. Los Estados Partes se comprometen:

a. A garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso;

b. A desarrollar las posibilidades de recurso judicial; y

c. A garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso” 
La propia Convención, en el artículo 8°, "Garantías Judiciales", consagra diversos principios básicos del derecho a un debido proceso, señalando que:

“1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”.
34.
En este marco, cabe advertir que el incumplimiento de sentencias transgrede los fines esenciales de la administración de justicia que, en su sentido abstracto, procura lograr la paz social en justicia. Sin embargo, dicha finalidad queda truncada en caso que, la parte a quien se le impone una obligación en la sentencia, desconozca dicho mandato; tal conducta resulta más agraviante aun, en caso provenga del Estado, encargado de garantizar el respeto a los intereses generales de la comunidad.  Todo ello se agrava pues la sentencia incumplida emana de un proceso de amparo cuya finalidad esencial es proteger derechos humanos.

35.
Esta situación es constantemente objeto de quejas ante nuestra institución, razón por la cual, la Defensoría del Pueblo del Perú, aprobó mediante Resolución Defensorial N° 62-98/DP del 26 de octubre de 1998, publicada al día siguiente en el diario oficial “El Peruano”, el informe sobre el incumplimiento de sentencias con carácter de cosa juzgada por parte de la Administración Estatal. En dicho documento, se detalla la afectación constitucional que supone el desconocimiento de mandatos judiciales por parte del Estado, en transgresión del debido proceso y la tutela judicial efectiva.  En efecto, el contenido de dichos derechos se manifiesta en las etapas de libre acceso al órgano jurisdiccional, observancia de los principios del debido proceso en su desarrollo; y, cumplimiento y ejecución de lo resuelto en dicho proceso judicial.  Así, el desconocimiento de un mandato judicial firme que ha adquirido calidad de cosa juzgada, supone la vulneración de uno de los aspectos del contenido esencial del derecho a la tutela judicial efectiva. 

36.
En este sentido, la Resolución Defensorial N° 62-98/DP dispuso:

“EXHORTAR a los titulares de los pliegos presupuestarios, en especial a los de las entidades estatales quejadas, a disponer el cumplimiento inmediato de las sentencias con carácter de cosa juzgada, pues su inejecución vulnera los derechos de igualdad, al debido proceso y a la tutela judicial efectiva, consagrados en los artículos 2º inciso 2) y 139º inciso 3) de la Constitución; así como la prohibición establecida por el artículo 139º inciso 2) de la Constitución, según la cual ninguna autoridad puede retardar la ejecución de las sentencias.”

Asimismo, la Defensoría del Pueblo resolvió:

“ORIENTAR a las personas que luego de agotada la vía judicial, si no obtienen la inmediata ejecución de una sentencia que ha adquirido carácter de cosa juzgada, pueden acudir a los organismos internacionales constituidos según los tratados en los que el perú es parte, de conformidad con el artículo 205º de la Constitución”

37.
Por su parte, la afirmación según la cual la SBS ya habría cumplido con efectuar el pago de la pensión y que a partir de la vigencia del Decreto Ley Nº 25792 dicha obligación corresponde al Ministerio de Economía y Finanzas –el cual no ha sido demandado-, sólo pretende desconocer los derechos pensionarios reconocidos por una sentencia firme y definitiva de la Corte Suprema de Justicia de la República.

38.
En efecto, las sentencias de amparo que dispusieron que la SBS pague una pensión nivelada a los afectados, se dictaron en 1994, es decir, mucho tiempo después que entró en vigencia el citado Decreto Ley Nº 25792 que entró en vigencia en 1992. En este sentido, no puede pensarse que la Corte Suprema de Justicia desconocía dicha norma al momento de resolver, no sólo porque ella fue alegada en los procesos de amparo, sino fundamentalmente porque en el sistema jurídico peruano el juez al resolver aplica el derecho vigente al momento de dictar sentencia. Esto se conoce como el principio iura novit curiae, reconocido expresamente por el artículo VII del Título Preliminar del Código Civil
. A partir de lo expuesto puede concluirse que la sentencia dispuso que la SBS efectúe el pago de la pensión de los afectados con independencia de la vigencia del Decreto Ley Nº 25792.

39.
Incluso en caso de utilizar el argumento según el cual la sentencia no se opone al Ministerio de Economía y Finanzas, debe anotarse que esto no sucede en el ordenamiento jurídico peruano tratándose de un proceso de defensa de derechos humanos como es el amparo. Y es que el artículo 8º de la Ley Nº 23506, Ley de hábeas corpus y amparo, señala que:

“la resolución final constituye cosa juzgada únicamente si es favorable al recurrente. Puede oponerse a quien pretendiera ejecutar o ejecutase igual agresión”

Dicha norma, trata de evitar precisamente que sea necesario interponer una nueva demanda de amparo cuando la autoridad estatal quiere evadir su cumplimiento utilizando el argumento de que el obligado a cumplir la sentencia no es él sino otra entidad del Estado. Y es que en definitiva, tanto la Superintendencia de Banca y Seguros como el Ministerio de Economía y Finanzas son parte del mismo Estado y pueden encontrarse caminos legales a través de las leyes presupuestarias para enfrentar este aparente conflicto.

40.
Todo ello implica, además, reconocer que el Estado ha violado el deber de garantizar el respeto de los derechos humanos reconocido por el artículo 1.1. de la Convención Americana. En efecto, de acuerdo a la citada disposición los estados se comprometen a respetar los derechos reconocidos por la Convención y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción.

41.
En consecuencia, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos tiene plena competencia para conocer el presente caso. Para ello, no pueden alegarse criterios como el vencimiento del plazo de seis meses previsto por el artículo 46º 1. a) de la Convención Americana de Derechos Humanos, pues en este caso se trata de una manifiesta omisión al pago de una pensión y porque, además, las pensiones se abonan mensualmente y el incumplimiento subsiste en forma permanente. Precisamente por esta última razón, el Tribunal Constitucional peruano ha fijado jurisprudencia en el sentido que el plazo de caducidad de sesenta días para interponer una demanda de amparo no procede “en materia pensionaria, donde los actos violatorios objeto de cuestionamiento asumen carácter permanente o sucesivo” 
.

42.

Por lo demás, así lo ha considerado la propia Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el Informe Nº 75/99, Caso Nº 11,800, PERU, en el cual se alegaba el incumplimiento de una sentencia que disponía la reposición  del señor César Cabrejos Bernuy. En tal ocasión, la Comisión declaró la admisibilidad del caso pues se trataba del “incumplimiento continuado de la sentencia de la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia de fecha 5 de junio de 1992, que ordenó su reincorporación”. En el presente caso, se presenta la misma situación pues se trata del incumplimiento reiterado de una sentencia de 1994 que ordena la nivelación de pensiones de los reclamantes.

V.
PROCEDENCIA DE UNA SOLICITUD A LA COMISION A FIN QUE SE DISPONGAN MEDIDAS PROVISIONALES

43.
De acuerdo con lo señalado en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se prevé la posibilidad de adoptar medidas provisionales a fin que garantizar los efectos de la sentencia.  Así lo dispone el numeral 2) del artículo 63º de dicha Convención al señalar que:

 “en casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesarios evitar daños irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no estén sometidos a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión”.

La citada disposición introduce una auténtica medida cautelar cuya naturaleza ha sido abordada no sólo por los especialistas en el derecho internacional de los derechos humanos(
), sino a la vez por la teoría general del proceso.

44.
En efecto, el Derecho Procesal, a fin de salvaguardar la eficacia de las resoluciones en el proceso, ha desarrollado las denominadas medidas cautelares que constituyen: 

“una actividad preventiva que, enmarcada en una objetiva posibilidad de frustración, riesgo o estado de peligro, a partir de la base de un razonable orden de probabilidades acerca de la existencia del derecho que invoca el peticionante, según las circunstancias, y exigiendo el otorgamiento de garantías suficientes para el caso de que la petición no reciba finalmente auspicio, anticipa los efectos de la decisión de fondo ordenando la conservación o mantenimiento del estado de cosas existentes o, a veces, la innovación del mismo según sea la naturaleza de los hechos sometidos a juzgamiento”(
).

Para tal efecto, la Teoría General del Proceso ha fijado determinados presupuestos que permiten el despacho favorable de una medida cautelar.  En el ámbito del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y según lo señalado por Héctor Faundez(
) el citado artículo 63° exige los siguientes presupuestos para conceder una medida provisional: i) la extrema gravedad de la amenaza; ii) la urgencia en la medida requerida; y, iii) la necesidad de evitar daños irreparables. Cabe destacar que, si bien la referida disposición plantea dichos presupuestos para la adopción de medidas provisionales por parte de la Corte, dichas condiciones deben igualmente ser constatadas por la Comisión en el caso que ésta solicite a la Corte la adopción de dichas medidas.

45.
Existe una extrema gravedad dado el flagrante desconocimiento de sentencias emanadas de la máxima instancia judicial nacional quedando desamparados los recurrentes en su pretensión de percibir lo que legalmente le corresponde por derecho de pensiones de cesantía.  Así, resulta evidente la apariencia del derecho que en este caso se encuentra expresamente contenido en sentencias que tienen calidad de cosa juzgada.

Asimismo, la extrema gravedad se aprecia en los efectos que la negativa al cumplimiento de sentencias firmes por parte del Estado podría suponer respecto a la confianza en la administración de justicia, pues la colectividad advertiría una auténtica impunidad en las autoridades que desconocen mandatos judiciales sin que exista posibilidad de legítima coerción que permita tutelar los derechos fundamentales de los ciudadanos.

46.
La urgencia en la necesidad de la medida se aprecia en el propio carácter esencial del derecho a las pensiones de jubilación para la subsistencia e integridad de las personas, dado su carácter alimentario, asociado al derecho a la vida debido, además, a su elevada edad. 

47.
Finalmente, se busca evitar un daño irreparable dada la situación actual de los pensionistas recurrentes que, tras lo dilatado del proceso de reclamación de la integridad de sus pensiones ante las autoridades internas, han visto seriamente afectada su salud, requiriendo con extrema necesidad el monto íntegro de sus pensiones que les permita cubrir los gastos de atención médica que a la fecha se encuentran asumiendo. 

Por ello, consideramos que la Comisión podría tomar en cuenta los argumentos expuestos a efectos de solicitar a la Corte Interamericana la adopción de una medida cautelar que permita salvaguardar el derecho de los pensionistas a fin de hacer efectivo el disfrute de su pensión en tanto se resuelve el presente caso.

POR TANTO:

A la HONORABLE COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS solicito tener en cuenta los argumentos aportados por la Defensoría del Pueblo del Perú, a título de amicus curiae, al momento de resolver el caso de los ciudadanos Javier Mujica Ruiz-Huidobro, Reymert Bartra Vásquez y Carlos Torres Benvenuto.

ANEXOS QUE SE ACOMPAÑAN:  Se adjunta al presente informe los siguientes documentos:

a)
ANEXO N° 1.-
Resolución Legislativa N° 26584 y Documento Nacional de Identidad N° 07882831.

b)
ANEXO N° 2.-
Resolución Defensorial N° 026-97/DP del 17 de junio de 1997.

c)
ANEXO N° 3.-
Informe Defensorial sobre “Incumplimiento de sentencias por parte de la Administración Estatal”, elaborado por la Defensoría del Pueblo y aprobado mediante Resolución Defensorial Nº 62-98/DP del 26 de octubre de 1998

Lima,  10 de junio de 1999
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